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de la declaración del primer Estado antes de que ésta
fuese confirmada. Si posteriormente la declaración se
reconociera como tratado, la forma en que estuviese
estructurado el gobierno que consiente determinaría si se
requiere ratificación.

51. El Sr. Sreenivasa RAO, refiriéndose a los comenta-
rios del Sr. Goco, dice que el proyecto de artículo 5 se
refiere a un acto unilateral que no se considera que pro-
duce efectos jurídicos según el proyecto de artículo 7.
Éste dice que la persona que formuló el acto unilateral
podría haber estado autorizada para hacerlo en el
momento de su formulación, pero que el acto no podría
producir efectos jurídicos debido a ciertas condiciones.
Esas condiciones —corrupción, coerción, etc.— nada tie-
nen que ver con el estatuto de la persona que formula el
acto unilateral, sino que más bien guardan relación con
los efectos jurídicos del acto. Si un acto no produce efec-
tos jurídicos, no se puede confirmar ni repudiar: es nulo
ab initio. Desearía escuchar las opiniones del Relator
Especial y del Sr. Al-Baharna sobre la forma de armonizar
el proyecto de artículo 7 con el proyecto de artículo 5 en
una situación que exige la confirmación posterior de un
acto debido a que la persona que lo formula carece de
autorización para hacerlo.

52. El Sr. AL-BAHARNA dice que el Sr. Goco tiene
razón: el proyecto de artículo 7 contiene algunos de los
elementos de la autorización, pero no todos. Parte del
supuesto de que el representante fue autorizado para for-
mular el acto, pero que otros elementos, como el error, la
conducta o la corrupción, han viciado todo el procedi-
miento. Es en el proyecto de artículo 4 donde la autoriza-
ción se trata en forma más directa. Propone que se reexa-
minen todos los proyectos de artículo pertinentes, el 4, el
5 y el 7, con vistas a delinear sus funciones respectivas en
relación con la autorización, la corrupción, etc.

53. El Sr. KABATSI dice que es importante señalar que
no es necesario que un Estado tenga derecho a confirmar
un acto unilateral formulado sin autorización sobre la
base de uno u otro de los factores enumerados en el
proyecto de artículo 7. Por ejemplo, en el caso del apar-
tado/, un Estado sería incapaz de confirmar un acto uni-
lateral. Otras situaciones, además, podrían hacer imposi-
ble para un Estado la confirmación, aun cuando deseara
hacerlo.

54. El Sr. GOCO, respondiendo a los comentarios del
Sr. Sreenivasa Rao, dice que el proyecto de artículo 7
introduce nuevos elementos —corrupción, coerción,
etc.—, en tanto que el proyecto de artículo 5, que se ajusta
al proyecto de artículo 4 en lo que respecta a los que tie-
nen autorización, se refiere simplemente a un represen-
tante que ha formulado una declaración. La declaración
ha debido ser confirmada, porque la persona que la for-
muló no era la persona adecuada, pero de todos modos ha
tenido validez en la práctica; simplemente no ha produ-
cido efectos jurídicos.

Se levanta la sesión a las 11.40 horas.

2596.a SESIÓN

Viernes 2 de julio de 1999, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Zdzislaw GALICKI

Miembros presentes: Sr. Addo, Sr. Al-Baharna, Sr. Al-
Khasawneh, Sr. Baena Soares, Sr. Candioti, Sr. Crawford,
Sr. Dugard, Sr. Economides, Sr. Goco, Sr. Hafher, Sr. He,
Sr. Kabatsi, Sr. Kateka, Sr. Kusuma-Atmadja, Sr.
Lukashuk, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr. Sreenivasa Rao,
Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosenstock, Sr. Simma, Sr.
Yamada.

Clausura del Seminario de derecho internacional

1. El PRESIDENTE invita al Sr. von Blumenthal,
Director del Seminario de derecho internacional, a diri-
girse a la Comisión con ocasión de la clausura del 35.°
período de sesiones del Seminario.

2. El Sr. von BLUMENTHAL (Director del Seminario
de derecho internacional) expresa su gratitud a todos los
que han contribuido al éxito del Seminario. Desde hace 35
años, el Seminario ofrece a jóvenes juristas una ocasión
única de familiarizarse con las técnicas de codificación
del derecho internacional. Los participantes en el 35.°
período de sesiones habrán hallado sin duda en los traba-
jos de la Comisión una fuente de inspiración duradera. Lo
mismo que los que los precedieron, algunos de ellos ten-
drán quizá un día el privilegio de formar parte de la Comi-
sión de Derecho Internacional.

3. El Sr. TAAL, en nombre de sus compañeros, agra-
dece a todos los miembros de la Comisión que les han
dado ayuda y consejos, haciéndolos participar en su expe-
riencia y su ciencia.

4. El Sr. KATEKA desearía que los miembros de la
Comisión dispusieran de un ejemplar de los informes ela-
borados individualmente por los participantes en el Semi-
nario y de los trabajos colectivos que han realizado.

5. El PRESIDENTE hace suyos los buenos deseos que
el Director del Seminario ha expresado a los participantes
y les agradece el interés que han prestado a los trabajos de
la Comisión.

El Presidente entrega los certificados de participación
en el 35." período de sesiones del Seminario de derecho
internacional.
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Actos unilaterales de los Estados (continuación) (A/
CN.4/496, secc. C, A/CN.4/500 y Add.l1, A/CN.4/
L.588)

[Tema 8 del programa]

SEGUNDO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(conclusión)

6. El Sr. AL-KHASAWNEH estima que el segundo
informe del Relator Especial sobre los actos unilaterales
de los Estados (A/CN.4/500 y Add.l) es muy digno de
elogio, aunque le parece que el tema no está realmente
maduro para su codificación. El Relator Especial trata de
abrirse camino a través de una terra incognita, no tanto
porque no haya bases teóricas sobre la cuestión, sino por-
que la práctica de los Estados en la materia no ha sido
nunca objeto de un estudio sistemático, como señala, por
cierto, el Relator Especial en el párrafo 23 de su segundo
informe. Ese estudio resulta tanto menos fácil cuanto que
las fuentes a que cabría posible referirse en esa esfera se
encuentran a menudo dispersas en las cancillerías, si es
que existen, ya que los Estados no siempre consideran útil
dejar huella escrita y publicada de sus actos unilaterales.
Teniendo en cuenta todas esas dificultades, cabe incluso
preguntarse si sería posible realizar ese estudio sis-
temático.

7. Es cierto que la falta de estudios sobre la práctica de
los Estados no impidió a la CU pronunciarse sobre la
cuestión de la naturaleza de los actos unilaterales en los
asuntos Essais nucléaires, Différend frontalier o Activités
militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-
ci, pero lo hizo ex post facto y teniendo en cuenta los
supuestos de hecho de cada caso. Indudablemente, la
tarea del legislador que debe definir de antemano y fuera
de contexto criterios objetivos que permitan juzgar la
intención o la voluntad de un Estado de asumir determi-
nadas obligaciones con respecto a otros Estados en esfe-
ras diferentes no es tan fácil. El formalismo tampoco es de
mucha ayuda en esa materia, ya que no todos los actos
unilaterales, ni mucho menos, respetan los requisitos de
forma; muchos se formulan incluso con una ambigüedad
que forma parte del arte de la diplomacia. Por ello, las
analogías que el Relator Especial trata de establecer con
el derecho de los tratados no son siempre convincentes.
En lo que se refiere, por ejemplo, al concepto de promesa,
tal vez hubiera sido más útil tratar de buscar analogías en
el derecho privado.

8. Después de esas observaciones generales, el Sr. Al-
Khasawneh hace algunos comentarios sobre aspectos más
concretos. Ante todo, no le parece necesario tratar los
actos unilaterales de las organizaciones internacionales,
ya que escapan al tema. Y cuando se trata de actos unila-
terales de los Estados que afectan a organizaciones inter-
nacionales no hay razón para tratar a éstas de forma dife-
rente que a los Estados. Las cosas son menos claras
cuando se hace una declaración erga omnes y cabe presu-
mir que se dirige también a las organizaciones internacio-
nales. Evidentemente, la intención del Estado que for-

1 Reproducido en Anuario... 1999, vol. II (primera parte).

muía la declaración desempeña un papel importante en tal
caso. Resulta difícil deducir una norma uniforme de la
jurisprudencia de la CU: así, después de haber dicho, en
los asuntos Essais nucléaires, que la declaración podía
hacerse erga omnes, la Corte, en el asunto Activités mili-
taires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci,
rehusó ver un compromiso jurídico en la declaración
hecha por la Junta del Gobierno de Reconstrucción
Nacional a la OEA.

9. En otro punto el Sr. Al-Khasawneh no comparte la
opinión del Relator Especial, que en el párrafo 55 de su
segundo informe afirma que la publicidad del acto consti-
tuye un elemento definitivo del mismo, ya que ello no cor-
responde a la práctica de los Estados, que se guardan
mucho de publicar sistemáticamente todas sus declara-
ciones.

10. Por lo que se refiere a los representantes de los Esta-
dos facultados para realizar actos unilaterales, el Relator
Especial trata claramente de encontrar un término medio
entre un enfoque restrictivo, que puede tener su justifica-
ción, y la preocupación por reforzar la confianza en las
relaciones internacionales, favoreciendo el concepto de la
buena fe. También en este aspecto sería útil estudiar de
forma más sistemática la práctica de los Estados.

11. En cuanto a la validez de los actos jurídicos unilate-
rales, y en particular a la expresión del consentimiento y
las causas de nulidad, el Relator Especial sigue el modelo
que ofrece el derecho de los tratados, aunque tenga con-
ciencia de las diferencias cualitativas que existen entre el
régimen de los tratados y el de los actos unilaterales. Por
ejemplo, arguye que el dolo o la corrupción pueden pro-
ducirse con más facilidad aún en materia de actos unilate-
rales que en materia de tratados, aunque quepa pregun-
tarse cómo puede reconciliarse esa afirmación con un
concepto restrictivo de los actos unilaterales. También en
ese aspecto sería necesario un estudio más sistemático de
la práctica de los Estados.

12. El Sr. Sreenivasa RAO suscribe la idea de devolver
el estudio de la cuestión, comprendidos los proyectos de
artículos propuestos por el Relator Especial en su segundo
informe, a un grupo de trabajo. Éste debería ocuparse
también de la metodología que habría que adoptar para
proseguir los trabajos, dado que la Comisión no ha
tomado hasta ahora ninguna decisión al respecto.

13. En cuanto al fondo, hay que insistir más en la distin-
ción entre los actos que producen efectos jurídicos y los
que no los producen que en la distinción entre actos polí-
ticos y actos jurídicos. Hay analogías con el tema de las
reservas a los tratados que pueden ayudar a la Comisión
en su estudio. En su segundo informe, el Relator Especial
ha hecho una labor útil al identificar los actos no com-
prendidos en el estudio del tema y que, por consiguiente,
pueden considerarse como actos autónomos unilaterales
encaminados a producir efectos jurídicos.

14. En diversas ocasiones se han mencionado las decla-
raciones hechas con respecto al desarme nuclear o en el
contexto de ese desarme. Para el Sr. Sreenivasa Rao, esas
declaraciones han sido objeto casi siempre de madura
reflexión, son muy serias y deben examinarse atenta-
mente en el marco del estudio del tema.
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15. Por su naturaleza misma, el estudio corre el riesgo
de no ser exhaustivo y, sea como fuere, no debiera perma-
necer demasiado tiempo en el programa de trabajo de la
Comisión. El Relator Especial ha mostrado los límites del
tema y la CDI debería preparar con bastante rapidez una
declaración sobre la naturaleza y los efectos de los actos
unilaterales, que sometería a la Sexta Comisión para su
aprobación.

16. Por lo que se refiere a los proyectos de artículo pro-
puestos por el Relator Especial, el Sr. Sreenivasa Rao
estima, en cuanto al proyecto de artículo 2 (Acto jurídico
unilateral del Estado), que, como dijo el Sr. Hafher
(2595.a sesión), los actos unilaterales no sólo pueden
crear obligaciones jurídicas sino también hacer nacer
derechos. Quizá debiera decirse así en esa disposición.

17. En cuanto al proyecto de artículo 4 (Representantes
del Estado para formular actos unilaterales), las normas
aplicables en materia de derechos de los tratados pueden
constituir una fuente útil para determinar cuáles son los
representantes del Estado que pueden realizar actos unila-
terales. Hay que abordar también la cuestión de los límites
de las facultades de esos representantes. En el proyecto de
artículo 5 (Confirmación ulterior de un acto unilateral for-
mulado sin autorización), convendría puntualizar que el
artículo al que apunta es el artículo 7 de la Convención de
Viena de 1969; no basta con decirlo en el comentario. Por
último, en el proyecto de artículo 7 (Nulidad del acto uni-
lateral), la cuestión prevista en su apartado g, incluida la
conformidad del consentimiento con los procedimientos
constitucionales, deberá ser objeto de un examen más pro-
fundo.

18. El Sr. GOCO estima que sería demasiado restrictivo
aplicar sin más a los actos unilaterales las rigurosas nor-
mas del derecho de los tratados.

19. El Sr. KATEKA recuerda, en lo que se refiere a las
condiciones en que quien hace una declaración unilateral
puede ser considerado como representante del Estado,
que, con ocasión de las negociaciones de la Convención
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, el
Secretario de Estado de los Estados Unidos de América,
Sr. Henry Kissinger, para inducir a algunos Estados a
aceptar el régimen paralelo, prometió que los Estados
Unidos financiarían ese régimen2. Sin embargo, el
Gobierno de los Estados Unidos se retractó de esa decla-
ración.

20. El Sr. Sreenivasa RAO estima que hay que tener en
cuenta también el contexto en que se hace una declara-
ción. Cuando los Estados negocian un acuerdo, los
gobiernos interesados deben poder examinar el resultado
de las negociaciones y convalidarlo. En efecto, los Esta-
dos saben que, la mayoría de las veces, sus respectivos
parlamentos deben ratificar cualquier acuerdo concer-
tado.

21. Por otra parte, se plantean otras cuestiones: ¿cabe
considerar que el autor de un acto unilateral que produce

2 Véase Documentos Oficiales de la Tercera Conferencia de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, vol. VI (publicación de las
Naciones Unidas, n.° de venta: S.77.V.2), págs. 153 y 154, doc. Al
CONF.62/L.16.

efectos jurídicos puede poner fin a esos efectos mediante
otro acto unilateral? En otras palabras, ¿se puede deshacer
lo que se ha hecho, con la misma facilidad? Esto es lo que
hace que muchos duden de que los actos unilaterales pue-
den tener efectos jurídicos.

22. El Sr. PAMBOU-TCfflVOUNDA piensa, como el
Sr. Sreenivasa Rao, que es mejor definir la metodología
que debe adoptarse para proseguir el examen del tema. En
cuanto al fondo, el problema principal es el de la auto-
nomía del acto unilateral. Esa autonomía debe conside-
rarse ante todo en relación con el contexto o el entorno del
acto y, a ese respecto, resulta sumamente difícil decir si un
acto unilateral es o no un acto político. El contexto puede
ser también el de la jurisdicción interna del Estado, por
ejemplo, cuando se hace una declaración en el marco de
una legislación interna puntual que hace surgir la obliga-
ción de informar a los demás Estados. El acto mediante el
cual se comunica esa información puede interpretarse sin
duda como acto autónomo, pero hay que reconocer que
esa autonomía es limitada. Por último, la autonomía debe
entenderse también en relación con el contexto del
derecho internacional mismo. Así, cuando Francia,
Potencia colonial, declaró que iba a conceder la indepen-
dencia a sus colonias de África, acto que es el ejemplo
mismo de acto político, sus declaraciones no podían sepa-
rarse de los debates que se habían celebrado sobre la des-
colonización en el contexto de la Conferencia de las
Naciones Unidas sobre Organización Internacional (Con-
ferencia de San Francisco) y en el marco de las Naciones
Unidas. Por otra parte, para referirse a un problema plan-
teado por el Relator Especial, cabe formular preguntas
sobre la forma que debe adoptar la publicidad de esas
declaraciones. Los progresos realizados en los medios de
comunicación, mencionados por el Sr. Goco (2595.a

sesión), obligan a replantearse el concepto de publicidad
para determinar sus límites.

23. Para concluir, el Sr. Pambou-Tchivounda estima que
debe hacerse una reflexión a fondo por el Relator Especial
y el grupo de trabajo, a fin de relativizar el alcance del cri-
terio de autonomía y devolver la política al lugar que le
corresponde.

24. El Sr. Sreenivasa RAO, comentando la observación
del Sr. Kateka sobre la promesa hecha por el Sr. Kissinger
durante las largas negociaciones de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, dice que
quizá sea necesario distinguir también entre el caso en que
el gobierno que repudie una promesa sea aquel del que
formaba parte el ministro de relaciones exteriores que la
hizo y el caso en que esa repudiación la haga un nuevo
gobierno.

25. El Sr. CRAWFORD está de acuerdo con la observa-
ción de que el alcance del proyecto de artículos es actual-
mente demasiado limitado. La Comisión no debe delimi-
tar un problema, definir su aspecto, por decirlo así, menos
«problemático», y hacer luego como si el resto del pro-
blema no existiera. Es de temer que sea eso exactamente
lo que ocurre en el caso del segundo informe, en donde la
definición de acto jurídico unilateral excluye el acto
equívoco, es decir, la declaración hecha públicamente por
un Estado con intención de crear obligaciones jurídicas
pero, lamentablemente, mal formulada. Ahora bien, una
de las funciones del proyecto de artículos es proponer nor-
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mas de interpretación de los actos equívocos, que quedan
excluidos a priori por esa definición. De hecho, una de las
normas de interpretación de que se dispone al respecto se
remonta al asunto Anglo-Iranian Oil Co., en el que la CU
enunció un principio diferente de las normas de interpre-
tación de los tratados. Por consiguiente, la definición que
propone el proyecto de artículos excluye una de las nor-
mas existentes en la esfera de que se trata.

26. La dificultad es todavía mayor en lo que se refiere al
concepto de los actos propios (estoppel). El Sr. Crawford
está de acuerdo con lo que ha dicho el Sr. Pellet (2594.a

sesión) al respecto. Es exacto que el principio general del
estoppel, que parece reconocido en derecho internacional,
tiene un alcance más amplio que el del tema de los actos
jurídicos unilaterales. Esto puede comprenderse, porque
el estoppel se aplica a declaraciones que pueden ser
incluso implícitas o adoptar la forma de un comporta-
miento en determinadas circunstancias, y que no equiva-
len necesariamente a un acto jurídico unilateral. Sin
embargo, hay que examinar también el conjunto de las
cuestiones que se plantean con respecto a las declaracio-
nes de los Estados. No todos los casos de estoppel se deri-
van de declaraciones positivas. Aun suponiendo que el
tema que se examina se refiera al contenido de las decla-
raciones o a las promesas hechas por los Estados en situa-
ciones en que tienen la intención de que se les tome en
serio, y se limite a eso, todavía quedan las relaciones con
otros tipos de declaraciones, comentarios, observaciones,
compromisos, etc. En la medida en que el tema se trata
como una especie de antesala del derecho de los tratados,
no refleja la realidad. Una posibilidad podría consistir en
idear, sobre la base de esas definiciones, una fórmula que
permitiera a los Estados evitar todos los actos jurídicos
unilaterales definidos por la Comisión y realizar sólo
actos diferentes que, aunque tuvieran efectos jurídicos, no
quedaran comprendidos en una categoría previamente
definida.

27. Indudablemente, hay mucho que legislar al res-
pecto. Sin embargo, la Comisión no puede contentarse
con utilizar la analogía con el derecho de los tratados, que
puede proporcionarle indicaciones sobre los elementos
que deben incluirse y los que deben excluirse. Debe
basarse en las tradiciones de los distintos ordenamientos
jurídicos con arreglo a las cuales se tratan las declaracio-
nes, promesas, etc., de los Estados, por ejemplo en el
capítulo V de la primera parte del proyecto de artículos
sobre la responsabilidad de los Estados3. Esto se aplica
igualmente a los actos jurídicos unilaterales.

28. En los países de tradición romanista, la costumbre
establecida es considerar las promesas unilaterales como
obligatorias y se pueden tomar algunos elementos jurídi-
cos de esa tradición. Por su parte, los países del common
law no consideran por lo general esas declaraciones como
obligatorias y en ellos no se encuentra por consiguiente
una categoría autónoma de actos jurídicos unilaterales.
Sin embargo, los ordenamientos del common law han tra-
tado de colmar esa laguna y resolver el problema de la
buena fe que plantea el carácter no obligatorio de las
declaraciones unilaterales por medio de la doctrina del
estoppel. La dificultad se debe a que esas dos tradiciones

se reflejan actualmente en el derecho internacional
moderno. La doctrina del efecto obligatorio de la declara-
ción unilateral queda ilustrada en los asuntos Essais
nucléaires y la del estoppel en una serie de decisiones
incorporadas al derecho internacional.

29. Una de las tareas de la Comisión es racionalizar esa
situación. En la actualidad, resulta difícil saber cuál es la
situación en el plano jurídico, ya que si una declaración
unilateral es obligatoria por sí misma, la doctrina del
estoppel es inútil. No hay que extrañarse de que el estop-
pel fuera inventado por un sistema jurídico que no poseía
otra regla. Sin embargo, no es imposible imaginar que
algunos elementos del concepto de estoppel en el con-
texto de las declaraciones y promesas puedan incorpo-
rarse a una doctrina jurídica coherente. Por ejemplo, sería
un error suponer que, porque algunas declaraciones unila-
terales son análogas a tratados, todas las declaraciones
unilaterales son irrevocables salvo con consentimiento de
las personas a las que se hayan dirigido. Algunas pueden
serlo, pero otras no. Si otra parte ha dado fe a una decla-
ración jurídica unilateral en su perjuicio, la irrevocabili-
dad de esa declaración, naturalmente, puede discutirse.
Por consiguiente, queda mucho que explorar en el tema,
que sólo presenta verdadero interés si se trata desde un
ángulo suficientemente amplio.

30. El Sr. KUSUMA-ATMADJA, refiriéndose a una
observación del Sr. Goco sobre el hecho de que en algu-
nos Estados, el presidente, el vicepresidente y el ministro
de relaciones exteriores no tienen normalmente necesidad
de autorización para mantener relaciones con otros Esta-
dos, desea informar a la Comisión sobre su propia expe-
riencia en la materia.

31. En Indonesia, ningún ministro puede concertar un
acuerdo con sus homólogos extranjeros sin autorización
del Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de garantizar
cierta coordinación entre los distintos ministerios. Ahora
bien, hacia finales del decenio de 1980, cuando el propio
Sr. Kusuma-Atmadja estaba en activo como Ministro de
Relaciones Exteriores, el Ministro de Tecnología indone-
sio manifestó que quería concertar un acuerdo con su
homólogo estadounidense. Como en los Estados Unidos
no existe el equivalente de un ministerio de ciencia y tec-
nología, el embajador en los Estados Unidos en aquella
época se atuvo a las instrucciones estrictas que había reci-
bido del Ministerio de Relaciones Exteriores y no dio al
Ministro de Tecnología autorización para concertar un
acuerdo dado que éste tema dificultades para explicar en
qué consistía ese acuerdo y con quién iba a concertarlo. Es
perfectamente posible que un ministro concierte un
acuerdo a reserva de su confirmación ulterior por el
ministerio de relaciones exteriores. Basta con que
el embajador acreditado en el país de que se trate comuni-
que claramente a éste el tenor de las cláusulas del acuerdo.

32. Sin embargo, puede ocurrir también que el ministe-
rio de relaciones exteriores rehuse confirmar ese acuerdo.
Así, en otro asunto4, un ministro, Secretario General del
Consejo Nacional de Seguridad de la República de Indo-
nesia, emitió pagarés sin estar facultado para ello, dado
que el Consejo no forma parte del Ministerio de Hacienda

' Véase 2593.a sesión, nota 6.

4 Véase American Journal of International Law, Washington D.C.,
vol. 91, n.° 4, octubre de 1997, págs. 738 a 740.
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ni del Banco Central. Por consiguiente, los pagarés eran
nulos y sin valor ab initio.'Ho obstante, el embajador de
Indonesia en la República Árabe Siria cometió el error de
avalar la emisión, cuando normalmente corresponde a los
agentes consulares autentificar esa clase de documentos.
El embajador fue desautorizado y no se pagaron los títu-
los, lo que creó una confusión inmensa. Sin embargo, el
Ministerio de Relaciones Exteriores se mostró firme; se
trataba de una operación fraudulenta encaminada a enga-
ñar al público y los mercados. En un caso así, la anulación
de la transacción se anuncia en la prensa, pero no en el
Diario Oficial. O bien, lo que resulta más eficaz aún, el
Banco Central publica un anuncio dirigido a todos los
banqueros, esperando que las personas prudentes se abs-
tendrán de adquirir los pagarés de carácter dudoso. Esa
clase de situaciones se ha dado con frecuencia, incluso en
el decenio de 1990.

33. El Sr. SDVDVIA, apoyado por el Sr. AL-BAHARNA,
dice que el grupo de trabajo debería pedir a la Secretaría
que preparase un estudio, mediante la recopilación de la
práctica de los Estados en materia de actos unilaterales.
Naturalmente, el estudio debería terminarse antes de que
la Comisión abordara esa cuestión.

34. En segundo lugar, los debates han dado la impresión
de que muchos miembros que hablaban de la práctica de
los Estados en materia de actos unilaterales se referían
sólo a la práctica internacional de la CU, citando especial-
mente los asuntos Essais nucléaires y Activités militaires
et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci. Sin
embargo, hay una amplia práctica de los Estados en el
plano interno, de la que no ha conocido la Corte y de la
que puede obtenerse materia de reflexión.

35. El grupo de trabajo debería considerar seriamente la
posibilidad de cambiar de rumbo, dando al producto final
la forma de una especie de estudio declarativo, según la idea
apuntada por el Sr. Sreenivasa Rao. Habría que abandonar
el método consistente enredactar proyectos de artículos ins-
pirados en el ejemplo de la Convención de Viena de 1969
o que reproduzcan de forma idéntica sus disposiciones.

36. El Sr. KATEKA apoya la primera parte de la pro-
puesta hecha por el Sr. Simma. Un estudio de la Secretaría
sería bien acogido, pero la idea de un código declarativo
parece un tanto prematura en esta etapa. En cualquier
caso, lo que resulta claro es que una convención sobre los
actos unilaterales resulta improcedente. Tal vez la Comi-
sión quiera mantener una posición abierta con respecto a
otras formas de instrumento de menor alcance. En efecto,
la experiencia de la codificación del derecho de los trata-
dos ha sido poco concluyente a ese respecto. La Comisión
debería darse un respiro antes de decidir la forma de texto
que debe adoptarse.

37. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO (Relator Especial),
resumiendo el debate, dice que ha sacado muchas impre-
siones de los debates de la Comisión. En primer lugar, los
miembros de ésta están de acuerdo en pensar que el tema
no está todavía «maduro», si es que se puede emplear ese
término, para su codificación. Luego, en la hipótesis de que,
sin embargo, se prosiga la labor de codificación, algunos
miembros quisieran que se adoptara un punto de vista res-
trictivo y otros una concepción mucho más amplia en esa
materia. En tercer lugar, no hay unanimidad sobre la forma

que deberá revestir el texto que se elabora. Como acaba de
decirse, sin duda es todavía demasiado pronto para pro-
nunciarse sobre ese aspecto, ya que resulta difícil predecir
la evolución de las reflexiones de la Comisión.

38. El Relator Especial recuerda que el tema que se exa-
mina tiene ya cierta historia, dado que en su 49.° período
de sesiones la Comisión decidió establecer el Grupo de
Trabajo que dio algunas orientaciones generales5 y que en
su 50.° período de sesiones se presentó el primer informe
del Relator Especial6 sobre los aspectos fundamentales de
los actos unilaterales de los Estados, a saber, su definición
y sus elementos constitutivos. La cuestión fundamental
con que se tropieza es saber si hace falta crear, además de
la Convención de Viena de 1969, un régimen específico
para los actos unilaterales de los Estados. La realidad es
que esos actos existen y que la Convención no se les
aplica siempre perfectamente, aunque las opiniones al
respecto varíen según los miembros. Esa Convención
sigue siendo la referencia absoluta, no sólo en cuanto al
trabajo de codificación, sino también en cuanto al método
que debe seguirse. La Convención de Viena de 1986 es
sólo un derivado de la Convención de Viena de 1969 y se
diferencia únicamente en su campo de aplicación.

39. No obstante, la Convención de Viena de 1969 se
aplica por completo a los actos unilaterales de los Estados
considerados desde el punto de vista de su validez: efecti-
vamente, esos actos están también subordinados a la
expresión del consentimiento y siguen sometidos a las
causas de nulidad enumeradas en la Convención (error,
dolo, corrupción, coacción, etc.). El Sr. Dugard ha imagi-
nado otra causa de nulidad, concretamente un conflicto
entre el acto unilateral y las decisiones del Consejo de
Seguridad. Evidentemente, se trataría de las decisiones
obligatorias de ese órgano. Se trata de una idea interesante
y constructiva sobre la que habrá que volver.

40. Se han vuelto a plantear cuestiones que parecían
haber quedado resueltas en el 50.° período de sesiones de
la Comisión, en particular la que se refiere a las relaciones
entre el acto jurídico unilateral y la formación de la cos-
tumbre. Es precisamente en ese contexto en donde se
plantea la cuestión de la autonomía del acto. Para el Rela-
tor Especial, esa autonomía presenta dos aspectos: auto-
nomía con respecto a las normas; y autonomía existencial,
es decir, que el acto se consuma cualquiera que sea la
reacción de su destinatario. Por una parte, a decir verdad,
ningún acto es realmente autónomo, ya que siempre está
sometido a derecho. Por otra, cabe constatar que el acto
unilateral, en el momento en que otro Estado lo reconoce,
se «bilateraliza», por decirlo así. Sin embargo, eso no
impide que exista desde que se formula, con independen-
cia de ese reconocimiento.

41. Un miembro de la Comisión ha mencionado el caso
del silencio y asentimiento del Estado destinatario. El
silencio no es propiamente un acto jurídico, aunque pro-
duzca efectos jurídicos. En efecto, le falta el elemento
intencional. La jurisprudencia al respecto es abundante.
Se trata de una cuestión sobre la que habría que seguir

' Véase Anuario... 1997, vol. II (segunda parte), cap. IX, secc. B.3.
''Anuario... 1998, vol. II (primera parte), doc. A/CN.4/486.
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trabajando a fin de apartar del campo de estudio todo lo
que no corresponda exactamente a la definición dada al
principio.

42. El Sr. Pambou-Tchivounda ha hablado de la diferen-
cia que hay entre el acto jurídico y el acto político. Parece
pensar que todo acto es político y que algunos actos polí-
ticos son de carácter jurídico. El ejemplo clásico es el de
las garantías negativas dadas por las Potencias nucleares
a los Estados que no tienen armas de esa clase. Se trata de
un tema inmenso, cuya delimitación misma resulta difícil,
ya que es imposible distinguir entre el acto jurídico y el
acto político sin interpretar las intenciones de su autor.
¿Se puede decir, accesoriamente, que un acto político es
autónomo? El grupo de trabajo tendrá que tratar de definir
más exactamente qué debe entenderse por «efecto
jurídico» y «acto autónomo».

43. Para algunos miembros, la definición que se da en el
proyecto de artículo 2 es demasiado restrictiva porque en
él se dice únicamente que el acto unilateral se realiza «con
la intención de adquirir obligaciones jurídicas». ¿Se
puede afirmar por ejemplo que el bloqueo impuesto por el
Estado A al Estado B crea obligaciones para el Estado C?
La declaración de neutralidad plantea un problema
análogo: sólo produce efectos para los demás Estados si
la aprueban, sea mediante su comportamiento, sea
mediante un acto expreso. El Relator Especial ha aconse-
jado ya que no se mencionen en el proyecto de artículos
los actos por los que el Estado contrae obligaciones a
favor de un tercer Estado, los cuales pertenecen a la esfera
convencional.

44. Se han hecho muchas propuestas de redacción. Así,
algunos miembros han previsto refundir los proyectos de
artículos 1 y 2. Sin duda, esas dos disposiciones, referidas
una al alcance de los artículos y la otra a la definición de
los actos jurídicos unilaterales de los Estados, son necesa-
riamente complementarias. El Relator Especial, que pre-
feriría que las dos disposiciones siguieran separadas, con-
sidera que, en cualquier caso, lo importante es mantener
la relación lógica que las une.

45. Se ha propuesto también prever en el proyecto una
disposición análoga al artículo 3 de la Convención de
Viena de 1969, a fin de no negar la existencia de otros
actos que producen efectos jurídicos. Esa disposición se
explica en la mencionada Convención, que no trata del
derecho convencional en general sino del derecho de los
tratados, y que debe prever el caso de actos que no corres-
pondan exactamente a su objeto. En el presente caso, por
el contrario, la definición dada en el proyecto de artículo
1 comprende todos los actos unilaterales que producen
efectos jurídicos, es decir, todos los actos imaginables. En
cuanto a los actos de las organizaciones internacionales,
conviene excluirlos, como por otra parte aconseja el
comentario al proyecto de artículo 1, a menos que se
recurra a una definición puramente formal.

46. Se han puesto también en tela de juicio los concep-
tos de publicidad y de notoriedad. Para el Relator Espe-
cial, ambos términos son más o menos sinónimos, pero se
podría hablar de notoriedad cuando se tratara de una
declaración erga omnes. La publicidad se refiere más bien
al Estado destinatario del acto de que se trate, el cual debe
tener conocimiento de él para que el acto produzca efec-

tos. Por consiguiente, hay que ver en la publicidad del
acto un elemento constitutivo de éste.

47. El Sr. Dugard ha manifestado dudas sobre el empleo
del término «comunidad internacional» en el proyecto de
artículo 2. Para el Relator Especial, la evolución de la vida
internacional va en el sentido de la creación de una socie-
dad internacional, fenómeno en su opinión inevitable.
Como prueba puede darse la aparición de grandes esferas
de interés común, por ejemplo la de los derechos humanos
o la del medio ambiente, que no dependen ya de las juris-
dicciones nacionales. Se trata de una cuestión sociológica
sobre la que sin duda habrá que reflexionar y cuya impor-
tancia demuestra el lugar cada vez mayor que ocupa el
multilateralismo en el mundo contemporáneo.

48. Para concluir, el Relator Especial manifiesta que
hace falta crear un grupo de trabajo que defina los actos
unilaterales de los Estados y determine sus elementos
constitutivos. De momento, convendría conservar la
forma del proyecto de artículos, que resulta la más
cómoda para los debates. No obstante, habría que dispo-
ner de más información sobre la práctica de los Estados y
sobre la forma en que conciben los actos unilaterales, los
acogen y responden a ellos. Se podría encargar a la Secre-
taría que hiciera un estudio de esa práctica y trazara una
sinopsis. Tal vez se podría dirigir, por mediación del
Secretario General, un cuestionario a los Estados Miem-
bros. Evidentemente, eso requerirá mucho tiempo.

49. El Sr. CRAWFORD aprueba la idea de encomendar
a la Secretaría que analice la práctica de los Estados en
materia de actos unilaterales y que elabore para ello un
cuestionario. Sin embargo, desearía que se procediera a un
estudio muy general, sin restricciones, y que se preparase
un cuestionario no inspirado en ninguna posición a priori.

50. El PRESIDENTE anuncia la composición del
Grupo de Trabajo. Según la costumbre, el Grupo de Tra-
bajo será presidido por el Relator Especial.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.
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